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AUTO NUMERO: 330. CORDOBA, 02/12/2021. Y VISTOS: Estos autos caratulados: MURUA, ANTONIA CENOBIA DEL VALLE C/ GALENO ART S.A. - PROCEDIMIENTO DECLARATIVO ABREVIADO - LEY DE RIESGOS RECURSO DIRECTO, Expte.N° 10257309 de los que resulta: 1- Que mediante presentación electrónica comparece la actora Sra. Antonia Cenobia Del Valle Murua, con el patrocinio letrado del Dr. Santiago Ortiz, y deduce recurso directo en contra del decreto de fecha treinta de julio de dos mil veintiuno, dictado por la Jueza de Conciliación y Trabajo de Décima Nominación en cuanto resuelve: “(…) Atento que del texto de la demanda y la documental con ella acompañada, en la presente acción la trabajadora reclama por la  dolencia que padece en su miembro izquierdo superior, que según su médico tratante califica como Limitación Funcional de Hombro Izquierdo. Como se expusiera en el decreto atacado, en lo actuado en el expediente administrativo N° 192473/20 iniciado con motivo del accidente sufrido  por la actora con fecha 08/06/2020, la comisión en base a los antecedentes médicos que detalla, formula referencia a la existencia de la patología diagnosticada como tendinosis del supraespinoso y artrosis acromioclavicular en el hombro izquierdo, como una dolencia degenerativa y de larga data, sin vinculación con el evento sufrido, y no determina incapacidad.  Tales circunstancias impiden que lo reclamado encuadre en el supuesto previsto en el art. 83 bis inc. L) de la ley 7987 (texto según ley 10.596, vigente desde el 01/04/2021). En función a ello, los argumentos del recurrente resultan insuficientes a los fines de revertir lo resuelto, determinando así la improcedencia de la vía recursiva intentada por falta de fundamentación (arg. art. 89, segundo párrafo, último supuesto, de la ley 7987 y art. 355 del C. de P.C.). Asimismo, la parte no explicita en qué medida lo resuelto le ocasiona un gravamen irreparable, haciendo solo mención de manera genérica de que se lo estaría privando del acceso a una justicia más expedita, por lo que no dándose los supuestos de procedencia del art. 94 de la ley citada, a la apelación subsidiaria, declárasela inadmisible (art. 89, segundo párrafo, último supuesto, ley citada y art. 355 del C.de P.C.).” Expresa que la resolución primigenia ordenada en los autos principales fue inadmitir la demanda incoada, sustentando la misma en un decisorio del ente administrativo que intervino previamente (la Superintendencia de Riesgos de Trabajo), el cual dispuso diagnosticar una patología (traumatismo superficial del hombro y del brazo – omalgia derecha) para luego en la faz conclusiva del dictamen emitido en Expte. Nº 192473/20 resolver que “la patología diagnosticada tendinosis del supraespinoso y artrosis acromioclavicular son entidades degenerativas y de larga data, sin vinculación con el evento sufrido”. Que al momento de decretar la no admisión de la presente acción, la Jueza A-quo ha tomado como patología diagnosticada una dolencia que la Comisión Médica ha entendido que es de carácter inculpable, por ser de “larga data”, que nada tiene que ver con el siniestro denunciado en la presente demanda, y que fuera diagnosticado por Superintendencia en idéntico dictamen, homologado mediante Disposición Particular Alcance Conjunta, el cual asimismo dispone en su capítulo conclusivo: Contingencia definida al momento de dictaminar: ACCIDENTE DE TRABAJO, para luego determinar que no existe porcentaje de incapacidad laboral respecto de la accionante. Manifiesta que se ha desatendido el sentido de la norma que legitima a reclamar mediante el procedimiento declarativo abreviado de instancia única a aquellos trabajadores que obtienen en la Superintendencia de Riesgos de Trabajo el reconocimiento de un accidente con carácter laboral, en los supuestos en que disientan con el porcentaje de incapacidad reclamado, en el caso equivalente a 0, por lo cual no resultan clara la aseveración del magistrado opinante acerca de que “los argumentos del recurrente resultan insuficientes a los fines de revertir lo resuelto, determinando así la improcedencia de la vía recursiva intentada por falta de fundamentación”. Entiende que resultan ostensiblemente claros los presupuestos fácticos y jurídicos para la procedencia de la norma contemplada en el inciso L del art. 83 bis de la Ley 7.987. Agrega finalmente que la privación del acceso al trámite abreviado en un caso en que resulta procedente por haber ocurrido el accidente en el marco del trabajo efectuado por la actora, reconocido por organismo administrativo haciendo cosa juzgada, y obrar una discrepancia con el porcentaje de incapacidad determinado en tal instancia, sí alcanza para configurar un perjuicio irreparable a sus intereses, al acceso a la justicia de manera celera y eficaz, y a una más rápida respuesta del organismo jurisdiccional. Destaca que no es lo mismo para la actora litigar en un procedimiento en el cual puede ofrecer prueba de manera conjunta con la acción iniciada y tomar las confesionales y testimoniales en un único juzgado en el cual se diligencia la totalidad de los medios probatorios, que hacerlo de manera separada por la vía ordinaria a través de la elevación de la causa a juicio a las Cámaras del Trabajo, cuyos calendarios de avocamientos y audiencias de vista de causa se encuentran sobrecargados y cuentan con un tiempo de espera promedio que no es menor a dos años desde que operó la elevación.  2.- Conforme la designación realizada en los presentes, quedan radicados en éste Tribunal, integrado por los Dres. Valeria E. Mimessi, Arturo Bornancini y José Luis Emilio Rugani. 

Y CONSIDERANDO: I) Que recibida la causa, fue avocado el Tribunal, encontrándose notificado y firme el proveído respectivo. Corresponde, en consecuencia, el tratamiento del recurso directo impetrado por la actora. II) Que el mismo ha sido interpuesto en tiempo y forma por quien se encuentra legitimado para hacerlo (art. 109 LPT). Ahora bien, siendo la queja una categoría especial del recurso por el cual el compareciente busca obtener la concesión de otro (el de apelación en este caso) que ha sido declarado improcedente, deben verificarse las condiciones de admisibilidad de aquel que no ha sido concedido. III) En primer lugar, es importante resaltar que la admisión de los recursos en el C.P.T., es de carácter restrictivo, conforme la naturaleza de los créditos laborales (art. 85, ley 7987), por lo que es deber del quejoso el rebatir en forma suficientemente clara y razonada los argumentos de la denegatoria del recurso oportunamente planteado. El juicio de admisibilidad que precede la concesión o denegación de los recursos, consiste en verificar si estos reúnen los presupuestos formales, procedimentales o extrínsecos necesarios, sin que el Tribunal pueda avanzar, en principio, sobre los fundamentos o contenido intrínseco en que ellos se sustenten (Iturralde, Norberto Juan, ob.cit. "Comentario al Código Procesal Civil Ley 8465 –Foro de Córdoba", p. 4). Por ello, en el caso de que el recurrente no cumpla con los requisitos exigidos en el primer párrafo del art. 89 de la ley 7987, el recurso interpuesto debe ser declarado inadmisible. IV) Entendemos que en el recurso directo, uno de los requisitos básicos de admisibilidad es su fundamentación. Esto es, debe proveer una crítica fundada a las razones expuestas por la A-quo para denegar el recurso de apelación. Asimismo, debe también expresar los motivos por los cuales la apelación debió concederse. Dicho requisito no se satisface con la reedición de los argumentos expuestos al momento de la interposición de la revocatoria. Ello hace a la cuestión sustancial del recurso denegado pero no a las condiciones de admisibilidad de la queja. De la relación de los hechos transcripta supra no surge que la recurrente rebata en forma completa y contundente los argumentos de la Sra. Juez A-quo para denegar la apelación. Solo hace mención a que la denegación que se recurre le produce un perjuicio que se traduce en dilaciones en el tiempo, afirmaciones éstas de tal vaguedad, que termina resultando de esta manera huérfano de todo sustento el escrito recursivo presentado. El recurrente soslaya el relato de los antecedentes de la causa y los argumentos del tribunal que condujeron a la resolución adversa y el remedio intentado se torna inadmisible y por tal razón, debe confirmarse la decisión denegatoria. V) A mayor abundamiento dable es destacar que el art. 94 de nuestra ley procesal impone que la resolución cause un gravamen irreparable y tal carga procesal debe ser satisfecha por el recurrente objetivando, en el caso, el agravio que la resolución en crisis le causa en forma actual e inmediata. Ello no surge de los términos del escrito recursivo ya que el menoscabo que invoca no es actual ni definitivo ni tiene entidad suficiente para obviar en la especie el principio de celeridad procesal en orden a la naturaleza de los créditos reclamados. No logra acreditar el recurrente que la resolución cuestionada le cause un gravamen irreparable, lo que constituye un requisito de admisibilidad de la vía intentada, máxime cuando la cuestión debatida no resulta una resolución de las expresamente declaradas apelables por la ley del fuero. VI) Una vez resuelta la inadmisibilidad formal del recurso interpuesto por las razones supra desarrolladas cabe realizar las siguientes aclaraciones: a) El recurrente ataca el proveído de fecha treinta de julio de dos mil veintiuno, mediante el cual se rechaza la reposición con apelación en subsidio incoada en los siguientes términos: "(…) Atento que del texto de la demanda y la documental con ella acompañada, en la presente acción la trabajadora reclama por la  dolencia que padece en su miembro izquierdo superior, que según su médico tratante califica como Limitación Funcional de Hombro Izquierdo. Como se expusiera en el decreto atacado, en lo actuado en el expediente administrativo N° 192473/20 iniciado con motivo del accidente sufrido  por la actora con fecha 08/06/2020, la comisión en base a los antecedentes médicos que detalla, formula referencia a la existencia de la patología diagnosticada como tendinosis del supraespinoso y artrosis acromioclavicular en el hombro izquierdo, como una dolencia degenerativa y de larga data, sin vinculación con el evento sufrido, y no determina incapacidad.  Tales circunstancias impiden que lo reclamado encuadre en el supuesto previsto en el art. 83 bis inc. L) de la ley 7987 (texto según ley 10.596, vigente desde el 01/04/2021). En función a ello, los argumentos del recurrente resultan insuficientes a los fines de revertir lo resuelto, determinando así la improcedencia de la vía recursiva intentada por falta de fundamentación (arg. art. 89, segundo párrafo, último supuesto, de la ley 7987 y art. 355 del C. de P.C.). Asimismo, la parte no explicita en qué medida lo resuelto le ocasiona un gravamen irreparable, haciendo solo mención de manera genérica de que se lo estaría privando del acceso a una justicia más expedita, por lo que no dándose los supuestos de procedencia del art. 94 de la ley citada, a la apelación subsidiaria, declárasela inadmisible (art. 89, segundo párrafo, último supuesto, ley citada y art. 355 del C.de P.C.).” Alega que al momento de decretar la no admisión de la presente acción, la Jueza A-quo ha tomado como patología diagnosticada una dolencia que la Comisión Médica ha entendido que es de carácter inculpable, por ser de “larga data”, que nada tiene que ver con el siniestro denunciado en la presente demanda, y que fuera diagnosticado por Superintendencia en idéntico dictamen, homologado mediante Disposición Particular Alcance Conjunta, pero que asimismo dispone en su capítulo conclusivo que la contingencia definida al momento de dictaminar se trata de un accidente de trabajo, para luego determinar que no existe porcentaje de incapacidad laboral respecto de la accionante. Ello así, consideramos que le asiste razón a la A-quo en tanto el nuevo artículo 83 bis, inciso l, del CPT -que es uno de los 4 supuestos que se encuentran vigentes desde el 1/4/2021- es claro al prescribir: “Procederá el trámite declarativo abreviado en los supuestos en que se demande por las siguientes causas: (…) l) Demandas derivadas del Régimen de Riesgos del Trabajo cuando el accidente de trabajo o enfermedad profesional estuviere reconocido por la Comisión Médica Jurisdiccional dependiente de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y se cuestione exclusivamente la determinación del grado de incapacidad según los baremos o el monto de la indemnización correspondiente según las tarifas legales y en función de la remuneración denunciada en la instancia administrativa.” (el destacado nos pertenece). Se advierte de las constancias de la causa que el reclamo incoado no encuadra en tal previsión legal. En efecto, la conclusión del Dictamen de Comisión Médica de fecha 14 de mayo de 2121 dispuso: “Se inician las presentes actuaciones a solicitud de 27133711061 - MURUA ANTONIA CENOBIA DEL VALLE - DOCUMENTO UNICO: 13371106; Vista la documentación obrante en el expediente y los datos obtenidos en la audiencia médica, esta Comisión Médica concluye y dictamina que no presenta secuelas generadoras de Incapacidad Laboral, de acuerdo a lo normado por el Decreto 659/96 modificado por el Decreto 49/14, como consecuencia del siniestro denunciado. Que cabe aclarar que la patología diagnosticada tendinosis del supraespinoso y artrosis acromioclavicular, son entidades degenerativas y de larga data, sin vinculación con el evento sufrido.”, es decir que no reconoce dicho órgano administrativo la existencia de una patología producto del siniestro padecido, por lo tanto no cuantificó ningún grado de incapacidad que pudiera cuestionarse y menos aún un monto de indemnización producto de dicha situación. En definitiva, no se verifica que concurran los presupuestos de procedencia del supuesto previsto en el art. 83 bis inc. l) invocado por la accionante. b) La inconsistencia del razonamiento impugnativo radica en la falacia de considerar que la Comisión Médica, en el caso traído a análisis, reconoce primigeniamente el accidente de trabajo y concluye otorgándole un porcentaje de incapacidad igual a cero (0), lo que permitiría reclamar en sede judicial mediante el procedimiento declarativo abreviado de instancia única, cuando lo cierto es que el Dictamen de Comisión determinó que las patologías diagnosticadas son entidades degenerativas y de larga data, sin vinculación con el evento sufrido, lo cual tiene una significación fáctica y jurídica muy diferente al argumento esgrimido por el recurrente. Por ello, si bien es cierto que la celeridad resulta una premisa que ha sido considerada por el legislador al momento de diseñar las reformas introducidas, ésta debe apreciarse con cierta estrictez, máxime cuando los efectos de la solución que se pretende imponer, aparejan consecuencias diferentes a las pretendidas. Ello así, el rechazo in limine de la vía abreviada adoptado por la A-quo luce acertado y frente a la imposibilidad de encuadramiento del caso traído a análisis en el supuesto legalmente previsto, se impone la confirmación del resolutorio atacado y, consecuentemente, el rechazo del recurso incoado por el recurrente. VII) Por todo lo expuesto, debe declararse formalmente inadmisible el recurso de queja impetrado por la actora, debiendo imponerse las costas con sustento en el recurso de que se trata, esto es, que se tramita sin sustanciación. Los honorarios del letrado interviniente serán regulados por la A-quo conforme los Arts. 27, 36, 39 y 40 ley 9459 (en sus escalas mínimas); debiendo diferirse su regulación hasta tanto exista base económica firme y actualizada y el letrado manifieste su condición ante AFIP. En función de lo expuesto, la Excma. Sala Séptima de la Cámara del Trabajo, RESUELVE: I.- Declarar formalmente inadmisible el recurso directo interpuesto por la parte actora (arts. 89 y 113 CPT). II.- Costas por su orden atento la ausencia de sustanciación conforme el recurso impetrado. Disponer que los honorarios del letrado interviniente sean regulados por la A-quo conforme los Art. 27, 36, 39 y 40 ley 9459 (en sus escalas mínimas); debiendo diferirse su regulación hasta tanto exista base económica firme y actualizada y los letrados manifiesten su condición ante AFIP. III.- Protocolícese. Hágase saber. Oportunamente incorpórense a los principales. 
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